La Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención de blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo

El pasado 30 de abril de 2010 entró en vigor La Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención de blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo. Dicha Ley que incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva Europa 2005/60/CE sobre blanqueo de capitales, tiene como principal objetivo evitar los riesgos de utilización de ciertos sectores de actividad para el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo.

En cuanto a los sujetos obligados a su cumplimento señalamos, por su preponderancia en el tráfico jurídico y mercantil, las entidades financieras o de crédito, los notarios y registradores, así como, abogados, procuradores u otros profesionales independientes cuando participen en la realización o asesoramiento de operaciones por cuenta de sus clientes relativas a la compraventa de inmuebles, valores u otros activos, aperturas y gestión de cuentas corrientes o en  la organización y gestión de empresas, así como en aquellos casos en lo que actúen por  su cuenta y en su nombre.

Entre las medidas de diligencia que deben adoptar los sujetos obligados están principalmente la de identificar, siempre con carácter previo, formalmente a todas las personas físicas o jurídicas que pretendan intervenir en cualquier negocio u operación, así como a  sus titulares reales, entendiendo como tales, las personas físicas por cuya cuenta se pretenda establecer una relación de negocios; personas físicas que sean titulares de más del 25% del capital social o de los derechos de voto de una persona jurídica; o que sean titulares o ejerzan el control del 25% o más de los bienes de una persona jurídica que administre fondos.

Para ello, deberán adoptar las medidas adecuadas al efecto de recabar de sus clientes, tanto de los nuevos como de los ya existentes, información relativa a las operaciones o negocios, comprobar su veracidad mediante la obtención de documentación fehaciente relativa a éstas así como llevar a cabo un seguimiento continuo de los mismas, debiendo estar en condiciones de demostrar ante las autoridades competentes que las medidas adoptadas tienen el alcance adecuado a la vista del riesgo existente en cada operación, no debiéndose establecer, en ningún caso, relaciones de negocio cuando no se puedan aplicar estas medidas de diligencia debida, o llegando incluso a comunicar las operaciones  que consideren sospechosas al Servicio Ejecutivo de Prevención de Blanqueo de Capitales (SEPBLAC).
No obstante lo anterior, si bien se exige adoptar medias de diligencia debida, se podrá determinar el grado de aplicación de las mismas por los sujetos obligados en función del riesgo y dependiendo del tipo de cliente, negocio u operación recogiéndose estos extremos en un protocolo escrito que incluya la política expresa de admisión de clientes en función de los factores mencionados. 
Los documentos deberán ser conservados por lo sujetos obligados durante un mínimo de diez años y deberán formar a su personal para prevenir el blanqueo de capitales, nombrando un órgano de control interno responsable de la aplicación de políticas y procedimientos en materia de diligencia debida, información, conservación de documentos, evaluación y gestión de riesgos así como designar un representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión que será responsable del cumplimiento de las obligaciones de información, que deberán contar con los recursos materiales, humanos y técnicos necesarios
Por último, conviene destacar que existe un régimen especial aplicable a los abogados quienes  estarían exentos de cumplir algunas de las obligaciones como la de establecer relaciones de negocio cuando no se puedan adoptar las medidas de diligencia debida; la de colaboración con la Comisión de Prevención de Blanqueo de Capital mediante la facilitación de documentación e información; o la comunicación a ésta, ya sea por indicio o certeza,  de cualquier hecho u operación sospechosa de blanqueo de capitales, todo ello referido siempre con respecto a la información que reciban de sus clientes al desempeñar su misión de defensa en procedimientos judiciales y con independencia del momento en que hayan obtenido esa información, y siempre teniendo en cuenta su deber de guardar secreto profesional.
Por último, citar a modo de ejemplo, algunas operaciones que se han visto afectadas con la entrada en vigor de la presente ley: identificar a quien realiza una operación bancaria con importe superior a 1000 euros (hasta ahora el limite estaba en 3000 euros), identificar a los socios que poseen más del 25% del capital social de una sociedad  en cualquier operación que la misma vaya a realizar, se incluyen como sujetos obligados todas aquellas personas que comercien profesionalmente y reciban fondos en metálico o medios de pago al portador por importe superior a 15.000 euros (ej. concesionarios de vehículos, joyerías, etc..), obligación de declaración previa para las personas físicas cuando realicen movimientos de 10.000 euros fuera de España y de 100.000 euros en territorio nacional.

 Zaragoza, catorce de septiembre de dos mil diez
